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Resumen 
En los últimos años en Colombia se ha abierto la discusión acerca del reconocimiento de los 
derechos laborales para las madres comunitarias en Colombia, en razón de su derecho al 
trabajo y a la seguridad social. No obstante, dicho reconocimiento ha generado una gran 
preocupación en el gobierno teniendo en cuenta el impacto que le mismo tiene en las finanzas 
públicas de Estado.  
En esta medida es importante analizar en este caso concreto, cada uno de los argumentos 
esbozados tanto por las madres comunitarias que exigen sus derechos; como por el Gobierno 
que aduce una imposibilidad en dicho reconocimiento en razón al impacto que tendría el 
mismo en la sostenibilidad fiscal de la Nación. Este artículo plantea un análisis acerca de las 
objeciones presentadas por el Ejecutivo a la Ley que regulaba la materia y lo dicho por la 
Constitución Política sobre la figura prevista en el artículo 167.  
Palabras clave: Colombia, Madres Comunitarias, Derechos laborales, Prestaciones Sociales, 
Sostenibilidad Fiscal, Regla Fiscal.   
Abstract 
In recent years, Colombia has opened the door to the discussion about the recognition of 
labor rights for community mothers in Colombia, because of their right to work and social 
security. However, this recognition has generated great concern in the government taking into 
account the impact it has on public state finances. In this measure it is important to analyze 
in this specific case, each of the arguments outlined both by the community mothers who 
demand their rights; as for the Government that adduces an impossibility in such recognition 
due to the impact that it would have on the fiscal sustainability of the Nation. This article 
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raises an analysis of the objections presented by the President of the Republic to the Law 
regulating the matter and what the Court said about said objections. 
Key words: Colombia, Community Mothers, Labor Rights, Social Benefits, Fiscal 
Sustainability, Fiscal Rule.   
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Introducción 
En Colombia, el Constituyente de 1991 estableció un catálogo de derechos fundamentales y 
derechos colectivos, en razón a los principios y valores expuestos en la Constitución Política, 
dentro de esos derechos se encuentra la vida, la dignidad humana, el trabajo, la seguridad, 
entre otros (Schwartz, 2019). 
Ahora bien, en el caso de las madres comunitarias se presenta una discusión acerca del 
vínculo que existe entre el Estado y estas, ya que en general puede considerarse que se 
configuran los elementos del contrato laboral que son en primer lugar, la actividad personal 
del trabajador; en segundo lugar, la continuada subordinación o dependencia del trabajador 
respecto del empleador; y en tercer lugar un salario como retribución del servicio (Ortegón 
& Ramos, 2015).  
Si bien, en un momento con la expedición de la Sentencia T-480 de 2016 y es Proyectos de 
Ley 127 de 2015 Senado y 277 de 2016  Cámara presentado por el Senador Alexander López 





de las madres comunitarias, la realidad hoy en día es otra; ya que debido al impacto fiscal 
que  generaría dicho proyecto fueron objetados por el gobierno. Lo anterior limitaría el pago 
de los derechos laborales concedidos en la sentencia por un incidente de nulidad presentado 
por el Instituto Colombiano de bienestar familiar.   
En razón de la importancia de la situación mencionada y de los eventos que han venido 
sucediendo en ocasión al reconocimiento del vínculo laboral y las prestaciones sociales de 
las madres comunitarias, es fundamental realizar un análisis que permita hacer una 
ponderación entre el reconocimiento de derechos como son el trabajo y la seguridad social y 
la sostenibilidad fiscal por otra parte (Pérez, Rhenals & Sarmiento, 2018).  
En armonía con los argumentos que preceden, la pregunta de investigación planteada es la 
siguiente: ¿Cuáles son los argumentos del Estado colombiano para no reconocer el vínculo 
laboral y las prestaciones sociales con las madres comunitarias? Lo anterior se revisa con el 
fin de realizar una ponderación sobre el derecho al trabajo y la seguridad social de las madres 
comunitarias y la sostenibilidad fiscal del Estado colombiano.  
La metodología mediante la cual se desarrolló este artículo de investigación, es de tipo 
doctrinal y jurisprudencial (Agudelo, 2018) pues se aborda a partir de la revisión de las 
sentencias Constitucionales sobre el tema, aunando a la revisión se realiza a la revisión 
sistemática acerca de los derechos laborales y la importancia de su reconocimiento.  
1. Figura de las madres comunitarias en Colombia.  
El programa de madres comunitarias surgió en el año 1986, con la aprobación del Consejo 
Nacional de Política Económica y Social (CONPES) del proyecto denominado Hogares 
Comunitarios de Bienestar (HCB). Gonzalez & Durán (2012) señala que la iniciativa tenía 
como objetivo principal la protección de la población infantil vulnerable fomentando 
cuidados de tipo físico y emocional para los menores de edad.  
Dicha iniciativa posteriormente debía contar con un cimiento legal, el cual se consagró en el 
parágrafo 22 del artículo primero de la Ley 89 del 29 de diciembre de 1988, que expresa el 
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incremento de recursos del cual habla dicha Ley se destinaría de manera exclusiva a la 
creación y el sostenimiento de los hogares comunitarios, destinados a la atención de las 
necesidades básicas de los menores de edad en condiciones de vulnerabilidad en el país.  
La reglamentación de dicho artículo se realizó un año más tarde con la expedición del Decreto 
2019 de 19893 en el cual se definieron en su momento los criterios bajo los cuales entrarían 
en funcionamiento dichos hogares comunitarios (Simarra, 2010), en el cual señala que cada 
hogar comunitario funcionaria bajo el cuidado de una madre comunitaria, quien es una 
persona escogida por la asociación de padres que pertenecen al programa, quienes además 
tenían a su cargo la administración de recursos asignados por el gobierno y dirigidos 
únicamente a el desarrollo de los programas de protección de la infancia (Pinzón, 2015) 
No obstante, dicho Decreto fue derogado en el año 1995 a través de la expedición de la norma 
1340 de la misma anualidad, que entre otras cosas señala que los hogares comunitarios 
funcionarán y se organizarán de acuerdo con las directivas, y parámetros dados por el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (en adelante ICBF), esto en razón a la obligación 
del Estado colombiano de asistencia y protección a la infancia y adolescencia. Asi mismo, 
como lo indica Jaramillo (2009) en el artículo 4º del Decreto 1340 de 1995 se deja 
expresamente consignado que las madres comunitarias realizan un trabajo solidario. Dicha 
solidaridad quiere decir concretamente que la labor que realizan es una contribución 
voluntaria, razón por la cual no se reconocía ningún tipo de vínculo laboral o prestación 
social.  
En ese sentido, es preciso indicar que las madres comunitarias son aquellas personas 
encargadas de los hogares comunitarios que tienen a su cargo el cuidado de niños y niños de 
la primera infancia pertenecientes a hogares de escasos recursos. Es importante advertir que 
dentro de los programas de hogares sustitutos se han contemplado diversas especies de estos, 
como lo muestra la figura 1 que se muestra a continuación.  
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Figura 1. Tipos de Hogares Comunitarios. Fuente: Elaboración Propia de información tomada del 
ICBF (2019) 
Según el ICBF (2018) en Colombia hay más de 69.000 Madres Comunitarias, entre ellas 
algunos padres comunitarios. Ellos atienden en promedio un millón (1.077.000) niños y niñas 
en la modalidad comunitaria de la educación inicial, a través del servicio de hogares 
comunitarios en todas sus formas. Siendo estos los hogares Comunitarios de Bienestar HCB- 
Tradicional, los hogares Comunitarios de Bienestar FAMI que se encargan de atender a las 
madres gestantes y lactantes, y a los niños hasta dos años, enseñándoles a las familias buenas 
prácticas de cuidado y crianza, así como también se normativizo los hogares Comunitarios 
de Bienestar Agrupados o múltiples.  
Ahora bien, la creación de este tipo de programas desde su inicio contemplo que la beca que 
hace referencia a los recursos asignados por el ICBF para que las familias, logran atender las 
necesidades básicas de nutrición, salud y protección de la niñez de país en general (Adams, 
2010). Es importante advertir que los recursos de la beca se entregaban a la asociación de 
padres, quienes en general son los encargados de administrar y controlar los recursos de la 
asociación. 
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Como se concibió en principio la figura de las madres comunitarias es claro que la misma las 
madres comunitarias estas eran miembros o pertenecían a la asociación de padres de familia, 
y su desempeño se considera una labor solidaria que contribuye al programa de hogares 
comunitarios, situación por la cual no se consideró que las mismas tuvieran una vinculación 
directa con el Estado (Bernal & Fernández, 2013).  
  
2. La discusión sobre los derechos laborales de las madres comunitarias en 
Colombia.  
En Colombia, se ha presentado en los últimos años una álgida discusión acerca del 
reconocimiento del vínculo laboral entre las madres comunitarias y el Estado, ya que el 
reconocimiento los derechos laborales de las madres comunitarias podría generar una grave 
crisis de las finanzas del Estado, por lo cual rompería la regla fiscal (Cano, 2010). A 
continuación se evaluarán las etapas que se han presentado en el reconocimiento de los 
derechos laborales de las madres comunitarias. 
2.1 Inexistencia de un vínculo de tipo laboral respecto de las madres comunitarias:  
Es importante aclarar que el Decreto 1340 de 1995 señalo respecto de la vinculación de las 
madres comunitarias, y de las demás personas que participan en el programa de "Hogares de 
Bienestar", es de carácter solidario y constituye una contribución voluntaria, que no implica 
una vinculación laboral de ningún tipo.  
Frente a esta situación el Comité del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales 
y Culturales (PIDESC) dentro del tercer informe presentado por Colombia en el año 1995, 
manifestó su preocupación en torno al desarrollo del Programa de madres comunitarias, razón 
por la cual recomendó "mejorar la formación de las madres comunitarias y regularizar su 
situación laboral" (Corte Constitucional, Sentencia T-080 de 2016).  
Sin embargo, el artículo 16 del Decreto 1137 de 1999 reitera que "la participación de la 
comunidad en el desarrollo de los programas adelantados por el ICBF en ningún caso 
implicará una relación laboral con los organismos o entidades responsables por la ejecución 





voluntario y se asemeja en todo caso a una relación contractual de índole civil como lo ha 
indicado la Corte Constitucional en varias ocasiones. 
A pesar de que la discusión sobre los derechos de las madres comunitarias se visibilizó en 
los últimos años, las reclamaciones de las madres comunitarias quienes solicitan ser 
reconocidas como funcionarias del Estado, dicha situación ha sido en diversas ocasiones 
discutida en sede de acciones de tutela, que incluso han sido objeto de revisión por parte de 
la Corte Constitucional.  
Un ejemplo de ello es la Sentencia T-269 de 1995 en la cual esta corporación analiza la 
naturaleza jurídica de la relación entre la madre comunitaria y la asociación de padres de 
familia a las que hace referencia el ordenamiento jurídico que reglamento los hogares 
comunitarios, al respecto señalo: 
Sin duda, alrededor de la relación surgida entre ambas partes -una entidad sin ánimo 
de lucro, de beneficio social, vinculada al Sistema Nacional de Bienestar Familiar, y 
un particular que nunca ostentó la calidad de empleado-, se puede decir que fue de 
orden civil; bilateral, en la medida en que los contratantes se obligaron recíprocamente: 
la madre, a la satisfacción del interés de su contraparte, o sea la adecuada prestación de 
una serie de servicios a los niños usuarios y a sus padres, y la asociación, al apoyo 
debido y al pago de la beca suministrada por el ICBF; consensual, puesto que no 
requirió de ninguna solemnidad; onerosa, porque daba derecho a la madre comunitaria 
para percibir parcialmente parte de la beca mencionada (Corte Constitucional, 
Sentencia T-269 de 1995).  
En ese sentido, la Corte Constitucional analiza las disposiciones legales bajo las cuales se 
creó la iniciativa de los hogares comunitarios, advirtiendo que en razón a lo estipulado en las 
mismas no puede considerarse que la relación de las madres con la asociación de padres o 
con el Estado constituya una relación laboral en sí misma. En esa medida, como lo indica 
Castro (2002) en principio se hizo referencia a que la naturaleza jurídica del vínculo existente 
entre las madres comunitarias y la asociación de padres de familia es de naturaleza 





De ahí que no se consideró en principio la existencia de obligaciones por parte del Estado 
frente al pago de las madres comunitarias, ni el reconocimiento de derechos laborales en 
principio. No obstante, como lo indican Bello & Romero (2001) al considerar la importancia 
de la afiliación al sistema de seguridad social de las madres comunitarias en el Acuerdo 21 
de 1996 en los lineamientos dados por el ICBF para el funcionamiento de los hogares 
comunitarios se hace referencia a que “las madres  Comunitarias como titulares del derecho 
a la Seguridad Social, serán responsables de su vinculación y permanencia en el Sistema de 
Seguridad Social Integral (…)” y en ese mismo sentido la junta de padres deberá supervisar 
dicha que exista dicha vinculación.  
En materia pensional, el régimen de las madres comunitarias también es distinto del de los 
trabajadores independientes, quienes asumen la totalidad de aporte. El artículo 2 de la ley 
1187 de 2008 indica que el Fondo de Solidaridad Pensional subsidiará los aportes al Régimen 
General de Pensiones de las Madres Comunitarias, esto en virtud del derecho a la seguridad 
social (Almario, 2016).  
El tema de la discusión acerca de la naturaleza jurídica fue pacífica en la Corte Constitucional 
quien por varios años indico que no existe una relación de tipo laboral, ya que no se 
configuran los presupuestos de la misma, asi por ejemplo en la Sentencia T-1029 de 2001 
adujo la Corte Constitucional lo siguiente respecto de la solicitud de tutelar el derecho al 
trabajo de una madre comunitaria: 
Tampoco se tutelarán los demás derechos invocados como vulnerados.  El derecho al 
trabajo por cuanto la doctrina de esta Corporación ha precisado que el vínculo existente 
entre las madres comunitarias y la asociación de padres de familia de los hogares 
comunitarios de bienestar no es de naturaleza laboral sino contractual de origen civil y 
ante ello no concurren los presupuestos requeridos para afirmar la vulneración de tal 
derecho (Corte Constitucional, Sentencia T-1029 de 2001).  
Sin embargo, la evolución y el reconocimiento de los derechos fundamentales y el avance 
en esta materia, permitió que más adelante se realizarán unas consideraciones al respecto 





2.2 El camino hacia el reconocimiento del trabajo realizado por las madres 
comunitarias: 
La posición de no reconocimiento de una relación laboral se mantuvo por varios años, 
hasta que en el año 2012 se produce un cambio importante respecto de los derechos 
laborales de las madres comunitarias. En este año, la Corte Constitucional mediante 
Sentencia T-628 de 2012 señala que , que se ha constituido una discriminación que viola 
el derecho a la igualdad de las mujeres dentro del programa de madres comunitarias, toda 
vez que estas reciben una retribución económica que no equivale al menos al salario 
mínimo legal mensual de los trabajadores subordinados.  
En esta providencia se señala al tenor literal lo siguiente: 
En resumen, el análisis del régimen jurídico actual de las madres comunitarias revela, 
de un lado, características propias del trabajo subordinado tales como la limitación de 
la jornada laboral a ocho horas diarias y, de otro, divergencias importantes con los 
trabajadores independientes en lo que toca con la seguridad social pues no están 
obligadas a asumir la totalidad de los aportes al sistema de salud y de pensiones sino 
que el Estado asume una parte de los mismos, lo cual obedece a la lógica misma del 
Programa, cual es la responsabilidad conjunta entre el Estado, la familia y la sociedad 
en la asistencia y protección de los niños y niñas. De modo tal que, hoy en día, las 
madres comunitarias tienen un régimen jurídico intermedio entre el trabajo 
subordinado e independiente (Corte Constitucional, Sentencia T-628 de 2012).  
Es importante anotar que se comienza a contemplar una serie de modificaciones respecto de 
la forma de vinculación de las madres comunitarias, al respecto señala con fundamento en lo 
anterior, y con el fin de eliminar toda clase de discriminación contra la mujer como lo 
estableció la Corte Constitucional y lo recomendó el Comité del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos Sociales y Culturales (PIDESC). De ahí que el artículo 36 de la Ley 
1607 de 20124 dispuso que desde el año 2013 se debía dar a las madres comunitarias y 
sustitutas una beca equivalente a un salario mínimo legal vigente, esto para garantizar unas 
                                               





condiciones de vida digna que les permitan cubrir sus necesidades básicas de subsistencia y 
se debe avanzar en el año 2014 de la siguiente manera:  
Artículo 36. (…) La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las 
madres comunitarias se hará a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las 
Madres Comunitarias estarán formalizadas laboralmente y devengarán un salario 
mínimo o su equivalente de acuerdo con el tiempo de dedicación al Programa. Las 
madres sustitutas recibirán una bonificación equivalente al salario mínimo del 2014, 
proporcional al número de días activos y nivel de ocupación del hogar sustituto durante 
el mes (Ley 1607 de 2012). 
La ley 1607 de 2012 entonces, señalo dentro de los presupuestos tributarios del Estado, la 
concesión de la beca o bonificación que recibían las madres comunitarias por valor de un 
salario mínimo legal mensual vigente; y adicionalmente mantuvo el subsidio especial 
otorgado a las madres comunitarias para sus aportes al Sistema General de Pensiones por 
medio del Fondo de Solidaridad Pensional.  
Posteriormente, se expidió el Decreto 289 de 2014 el cual reglamentó la vinculación laboral 
de las madres comunitarias y el ICBF evolucionando en el reconocimiento de derechos 
prestacionales (Corte Constitucional, Sentencia T-130 de 2015), de manera que cuenten con 
todos los derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo de Trabajo y se garantice 
asi sus derechos constitucionales en general (Velasco & Cano, 2017). Sin embargo, debe 
dejarse claro que si bien las madres comunitarias se vincularán mediante contrato de trabajo, 
las mismas no tienen la calidad servidor público, ni existirá una obligación de solidaridad 
patronal por parte del ICBF con estas. 
Desde la expedición del Decreto, las madres comunitarias suscriben contrato de trabajo con 
las Empresas Administradoras del Servicio EAS, consecuente con ello, dichas empresas 
como empleadoras pagan los aportes a pensión de conformidad con la Ley 100 de 1993, con 
lo cual se garantiza el acceso a la seguridad social y al sistema de salud para cada una de las 





Pero años después en una decisión ampliamente controvertida la Corte Constitucional 
reconoció la existencia de un contrato laboral entre 106 madres comunitarias y el ICBF, 
ordenando el pago de acreencias laborales y aportes en pensión, como se verá a continuación. 
2.3 El contrato laboral entre las madres comunitarias y el ICBF desde la Sentencia T-
480 de 2016: 
En esta providencia, la Corte Constitucional reconoce la existencia de un contrato de trabajo 
entre las madres comunitarias y el ICBF al considerar que en dicha relación se configuran 
los supuestos del contrato realidad que son en primer lugar, el ejercicio de una actividad 
personal del trabajador; en segundo lugar, la continua subordinación o dependencia del 
trabajador respecto del empleador; y por último un salario como retribución del servicio. 
Para lo anterior, se apoya en el reconocimiento a partir del año 2012 de las becas de un salario 
mínimo mencionadas anteriormente, con lo cual considera la Corte Constitucional se desechó 
la postura de la inexistencia de la relación laboral que termina materializándose en la 
suscripción de contratos de trabajo de acuerdo al Decreto 289 de 2014. 
En esta sentencia, la Corte Constitucional señala lo siguiente: 
Si bien desde el principio, tanto el legislador como el ICBF solo se preocuparon por 
denominar al emolumento pagado a las madres comunitarias como una beca o 
bonificación, a fin de ocultar su verdadera naturaleza; lo cierto es que, según las 
circunstancias reales, su continuidad y características, siempre se trató de un salario. 
De esta forma, la Sala haya cumplido el presupuesto de salario como retribución del 
servicio prestado por las 106 madres comunitarias, por lo que se pasa a estudiar el tercer 
requisito del contrato de trabajo (Corte Constitucional, Sentencia T-480 de 2016).  
En este contexto, la Corte Constitucional tutelo al ICBF en dicha sentencia que ordenó tutelar 
los derechos fundamentales a la igualdad, a la seguridad social, a la dignidad humana, al 
mínimo vital y al trabajo (Corte Constitucional, Sentencia SU-273 de 2019); adicionalmente 
declaró la existencia del contrato realidad, por lo que se ordena a esta entidad el pago de los 





Lo anterior,  generó una serie de controversias debido al impacto fiscal que esto tendría en el 
presupuesto del ICBF que lo llevaría prácticamente a su desaparición, al respecto Quintero, 
Sánchez & Zambrano (2017) señalan que si bien en materia de sostenibilidad fiscal esto 
puede representar para el Estado una nueva estrategia para la asignación de recursos para el 
funcionamiento del ICBF, deben primar el reconocimiento de los derechos laborales de las 
madres comunitarias en virtud de los postulados del Estado Social de Derecho.  
No obstante, la decisión expuesta en la Sentencia T-480 de 2016, posteriormente por una 
solicitud de nulidad incoada por el ICBF la Corte constitucional procede a anular las órdenes 
emitidas en la misma.  
2.4 La nulidad sobre el reconocimiento de lo ordenado en la Sentencia T-480 de 2016: 
Como se mencionó anteriormente, en virtud de la solicitud de nulidad incoada por el ICBF, 
la Sala Plena de la Corte Constitucional en el Auto 186 de 2017, procedió a declarar la nulidad 
parcial de la sentencia T-480 de 2016. En esta providencia dicha corporación hizo énfasis en 
el precedente en el que se consagra la inexistencia de un vínculo laboral entre las madres 
comunitarias y el ICBF.  
Sin embargo, reconociendo la necesidad de proteger los derechos fundamentales de las 106 
madres comunitarias accionantes, señaló el deber por parte del ICBF de adelantar el trámite 
administrativo para que se reconozcan y paguen los aportes pensionales, sin que sea el pago 
una responsabilidad del ICBF directamente, ya que deben evaluar si hay deudas de los fondos 
de solidaridad pensional.  
Las disposiciones del Auto 186 de 2017, señalan que es obligación del ICBF adelantar el 
trámite administrativo para que el Fondo de Solidaridad Pensional -FSP, reconozca y pague 
a Colpensiones los aportes a pensión. Sin embargo, señala que el reconocimiento de los 
derechos laborales no procede ya que en ningún momento se ha acreditado la existencia de 
una relación laboral entre las madres comunitarias y el ICBF o las asociaciones que hacen 
parte del programa.  
Hecho el anterior análisis sobre el avance en materia de reconocimiento de derechos laborales 
de las madres comunitarias, es pertinente ahora concluir la investigación con el análisis del 





presentadas por el Gobierno Nacional y ratificadas posteriormente por la Corte 
Constitucional. 
3. Proyecto de Ley sobre madres comunitarias y las objeciones por 
inconveniencia. 
Dentro de las iniciativas para el reconocimiento de los derechos laborales de las madres 
comunitarias, el legislador colombiano contemplo la expedición de un proyecto de ley que 
permitiera a estas personas acceder a derechos laborales y prestacionales que les permitan 
tener unas condiciones de vida digna.  
En esa medida, el Proyecto de Ley 127 de 2015 senado y 277 de 2016 Cámara de 
Representantes, propuso dentro de su texto, importantes reformas a la relación que existe 
actualmente entre las madres comunitarias y el ICBF, para lo cual en su artículo 4 consagraba 
que la vinculación laboral de las madres comunitarias se daría en forma directa, como se 
precisa a continuación: 
Artículo 4°. Del vínculo contractual de las madres comunitarias, madres FAMI, 
sustitutas y tutoras. La vinculación contractual de las madres comunitarias y FAMI que 
prestan el servicio público de atención integral a la primera infancia en los Programas 
del ICBF será de carácter laboral y se adelantará en forma directa con el ICBF 
o mediante la contratación de las organizaciones conformadas por madres 
comunitarias, madres sustitutas, tutoras y FAMI. En todo caso, se deberá garantizar su 
vinculación con vocación de estabilidad laboral y contrato a término indefinido, 
garantizando todas las prestaciones sociales y de seguridad social a las que tienen 
derecho. 
Esto sin duda, genera una serie de discusiones ya que para que se materialice dicha 
vinculación directa sería necesaria reformar la estructura del ICBF que no está en la 
capacidad de asumir dicha carga laboral y prestacional. Adicionalmente este proyecto de 
ley prevé un Subsidio permanente a la vejez para aquellas madres comunitarias que 
cumplan una serie de condiciones expuestas en la misma Ley.  
Una vez surtido todo el trámite de la Ley en el Congreso de la República y al ser enviada 





Santos objeta esta norma por inconstitucionalidad, bajo los argumentos que se verán a 
continuación.  
3.1 La objeción Gubernamental al Proyecto de ley de madres comunitarias: 
El presidente de la República de Colombia, en cabeza del gobierno nacional decidió objetar 
el proyecto que regulaba el tema de las madres comunitarias por diversos aspectos. El 
primero de ellos se concreta en que la vinculación directa a la que hace referencia al artículo 
4 de dicho proyecto de Ley, precisa una reforma en la estructura del Estado: 
La regla que permite la contratación directa por parte del ICBF de las madres 
comunitarias y FAMI, implica la modificación de la estructura de la administración 
nacional. Su aprobación violó los artículos 150.7 y 154 conforme a los cuales las 
normas que determinan dicha estructura solo pueden ser aprobadas o reformadas por 
iniciativa del Gobierno Nacional. Esta conclusión se apoya en la sentencia C-663 de 
2013 al reconocer que la competencia para determinar la organización del Estado 
comprende también “los asuntos relacionados con el régimen jurídico de los 
trabajadores (Sentencia C-110 de 2019).  
Así entonces, considera el Presidente de la República en su momento que existió una 
extralimitación en las funciones y competencias asignadas al Congreso de la República, ya 
que mediante una disposición de esta clase necesariamente genera unos efectos en la 
estructura del Estado que deben ser evaluados.  
De igual manera, consideró dentro de las objeciones gubernamentales por 
inconstitucionalidad que rechaza el proyecto por considerar que existen vicios de 
inconstitucionalidad (Muñoz, 2000) el reconocimiento del subsidio a la vejez rea un régimen 
especial de pensiones que desconoce el deber de cotización y en consecuencia afecta el 
principio de sostenibilidad financiera del sistema pensional. 
Así mismo, señala que dicho proyecto desconoce el principio de sostenibilidad fiscal y 
financiera que hace referencia a un manejo adecuado y razonado de las finanzas públicas, 
esto desde el entendido que el gasto público no debe incrementarse por encima de los ingresos 





decisiones del Estado colombiano, no pueden desconocerse la carga que impone este 
proyecto de ley al Estado.  
Presentadas las objeciones de acuerdo con lo previsto en el ordenamiento jurídico, procede 
el análisis de la Corte Constitucional sobre las mismas, lo que se analizará seguidamente. 
3.2 Las consideraciones de la Corte Constitucional sobre las objeciones al Proyecto de 
ley de madres comunitarias: 
En la sentencia C-110 de 2019 la Corte Constitucional al hacer un análisis sucinto de las 
objeciones presentadas por el Gobierno Nacional señala la importancia de reconocer los 
derechos de las madres comunitarias, sin que para esto sea necesario desconocer los 
principios constitucionales y el precedente jurisprudencial que se ha fijado acerca de la 
inexistencia de la relación laboral.  
En esa medida la Corte Constitucional señaló en esta sentencia que la objeción sobre la 
vinculación directa de las madres comunitarias con el ICBF es fundada teniendo en cuenta 
que desconoció el artículo 154 de la Constitución: 
Del contenido de la objeción y su réplica se desprende que el Gobierno y el Congreso 
comparten la idea de que la medida bajo examen está comprendida por la competencia 
para determinar la estructura de la administración nacional. La Corte reafirma tal 
conclusión. En efecto, prever una habilitación general para que una entidad del orden 
nacional establezca vínculos laborales y permanentes con un significativo número de 
personas, tal y como ocurre en este caso con el ICBF, constituye una modificación 
sustancial en la estructura de la administración nacional. Esta conclusión se apoya en 
varias razones. En primer lugar (i) tendría un impacto significativo en la gestión, 
organización y administración del ICBF; (ii) atribuye al ICBF, de hecho, una nueva 
función bajo su responsabilidad directa que no tiene capacidad de atender; (iii) se trata 
de una reforma del régimen jurídico vigente en materia de vinculación de las madres 
comunitarias y sustitutas en los programas promovidos por el ICBF (Corte 
Constitucional, Sentencia C-110 de 2019).  
Como se evidencia la Corte Constitucional, reconoce que la disposición de la vinculación 





la estructura de la administración estatal. Razón por la cual, el Congreso al no contemplar 
esta situación incurrió en un vicio de inconstitucionalidad, que no puede ser desconocido en 
este caso.  
Por otra, en el caso de la objeción del subsidio permanente a la vejez la misma se declara 
infundada ya que esta prestación en ningún momento puede considerarse como una pensión, 
razón por la cual se pueden proveer los mecanismos para otorgar la misma sin afectar la 
sostenibilidad del sistema pensional.  
Por ultimo en el caso de la objeción de la sostenibilidad fiscal como precepto constitucional 
la misma se declara fundada por la Corte Constitucional, al considerar que se afectarían 
notoriamente las finanzas públicas por la vinculación de manera directa de las madres 
comunitarias, no obstante la Corte Constitucional es enfática en advertir que los cambios que 
se realicen en el texto del proyecto deben garantizar que la remuneración no sea inferior a un 
salario mínimo, que se realice la vinculación a través de las asociaciones previstas.  
Conclusiones 
La reflexión realizada en el presente artículo, permite llegar a las siguientes conclusiones 
respecto del reconocimiento de los derechos laborales de las madres comunitarias: 
En primer lugar, es importante advertir que, desde el inicio del programa de hogares 
comunitarios, se planteó una forma de vinculación de las madres comunitarias que puede 
considerarse lesivo para los intereses de las mismas, teniendo en cuenta que dicha relación 
se enmarcaba en principio dentro de un contrato civil que las privaba de cotizar al sistema 
pensional, o cotizar su seguridad social propiamente. 
Esto fue evidente en la medida que se abrieron paso diversas discusiones sobre el tema, que 
dieron como resultado importantes modificaciones en el pago que se hace a estas madres 
comunitarios, considerando que era necesario que recibieran un salario mínimo por las 
labores desarrolladas y que se hicieran los pagos respectivos a salud y pensión, con el fin de 
garantizar que a futuro tengan un sustento que les permita vivir en condiciones dignas. 
No existe duda alguna que la labor desarrollada por las madres comunitarias es un trabajo en 
todo el sentido de la palabra, razón que ha reconocido el Gobierno nacional que ha 





retroactivo, no existe duda que se afectaría de manera grave las finanzas públicas e incluso 
se obligaría al Gobierno a replantear las instituciones como están previstas, especialmente el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.  
Precisamente las razones que observó el Gobierno frente a la Ley que regulaba el pago y las 
prestaciones de las madres comunitarias fue en principio, el principio de sostenibilidad fiscal 
que señala el adecuado manejo de las finanzas públicas, si este reconocimiento se hiciese tal 
como se planteó en dicha Ley, existe una alta probabilidad que el ICBF se quedase sin 
recursos para su funcionamiento, por lo cual el Estado debería revaluar sus funciones, y la 
estructura de dicha entidad.  
En este sentido, y teniendo en cuenta que el Gobierno ha hecho un reconocimiento de los 
derechos de las madres comunitarias paulatinamente, hasta que hoy en día se reconozcan sus 
prestaciones sociales y su salario, da cuenta de la buena fé del Estado en este caso, que ha 
tratado de remediar la situación de vulneración que se presentó en su momento, la cual tenía 
un fundamento legal y jurisprudencial como se pudo observar; obligar al Estado a que 
reconozca los pagos retroactivamente resulta desproporcionado y pone en riesgo el 
funcionamiento de una institución tan importante como lo es el ICBF.  
Será necesario entonces, dar espera a que se termine de conciliar el texto de la Ley con las 
modificaciones previstas debido a las objeciones de inconstitucionalidad, para determinar la 
forma en la cual se procederá al reconocimiento de los derechos de las madres comunitarias, 
y adicionalmente esperar la opinión que sobre el caso de la Comisión Interamericana de 
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